
 

 

 ACTA Nº 14.724 

SESIÓN DEL MIÉRCOLES 04 DE MARZO DE 2020 
  

En Montevideo, a los cuatro días del mes de marzo de dos mil 
veinte, a las catorce y treinta horas, en el despacho de la 
Presidencia, se reúne el Directorio del Banco Hipotecario del 
Uruguay, con la presencia de la señora Presidente Cra. Ana 
María Salveraglio y los señores Vicepresidente Dr. Darío Burstin 
y Director Dr. Gustavo Cersósimo. 
  
Actúa en Secretaría la señora Gerente de División Secretaría 
General Beatriz Estévez. 
  
Están presentes los señores Gerente General Ec. Álvaro Carella y 
Asesor Letrado de Directorio Dr. Héctor Dotta. 
  
A continuación, se tratan los siguientes asuntos:  

  
Nº 0209 

  
DIRECTORIO - APROBACIÓN DE ACTA - Se da lectura al 
acta número catorce mil setecientos veintiuno correspondiente a 
la sesión celebrada el día cinco de febrero de dos mil veinte, la 
que se aprueba. 
  

Nº 0210 
  

Expediente Nº 2020-52-1-01521 - DIRECTORIO - INSTITUTO 
NACIONAL DE ESTADÍSTICA - COMUNICACIÓN DEL 
ÍNDICE MEDIO DE SALARIOS - RESOLUCIÓN 
ADOPTADA POR LA PRESIDENCIA DEL DIRECTORIO 
FIJANDO EL VALOR DE LA UR A APLICAR A PARTIR 
DEL 1° DE MARZO DE 2020 – Darse por enterado y aprobar lo 
actuado. 
VISTO: Que, en función de la información proporcionada por el 
Instituto Nacional de Estadística respecto del índice medio de 
salarios, el Área Finanzas y Administración procedió a efectuar 
el cálculo para determinar el nuevo valor de la unidad 
reajustable. 
CONSIDERANDO: Que por resolución de Presidencia de 
fecha 28 de febrero de 2020, se fijó en $ 1.257,33 el valor de la 
unidad reajustable a ser aplicado a partir del 1° de marzo de 
2020. 
SE RESUELVE: Darse por enterado y aprobar lo actuado. 



 

 

 
Nº 0212 

  
Expediente Nº 2020-52-1-00669 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES -  SRA. AA - RECURSOS DE 
REVOCACIÓN Y JERÁRQUICO CONTRA EL RESULTADO 
DE LA ETAPA Nº 2 DEL CONCURSO DE OPOSICIÓN Y 
MÉRITOS ENTRE FUNCIONARIOS PÚBLICOS PARA LA 
PROVISIÓN DE CARGOS DE ADMINISTRATIVO 3 - Se 
procede a resolver los recursos de revocación y 
jerárquicos interpuestos. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales con fecha 17 
de febrero del corriente, cuyo texto se transcribe a continuación: 
"VISTO: Los recursos de revocación y jerárquico interpuestos 
por la Sra. AA contra el resultado de la Etapa Nº 2 ("Evaluación 
de Conocimientos") del llamado a concurso de oposición y 
méritos entre funcionarios públicos presupuestados, para la 
provisión de cargos de Administrativo 3 en Montevideo, Ciudad 
de la Costa, Colonia, Maldonado, Melo, Rivera y Salto. 
RESULTANDO: I) Que si bien en el escrito de interposición de 
los recursos administrativos no se indica cual es el acto 
administrativo objeto de la impugnación, en la medida en que se 
hace referencia al expediente 2019-52-1-08108 y a que los 
recursos se presentaron el día 6 de febrero de 2020, se entiende 
que estos se dirigen hacia el resultado de la Etapa Nº 2  
("Evaluación de Conocimientos") del llamado a concurso de 
oposición y méritos entre funcionarios públicos presupuestados, 
para la provisión de cargos de Administrativo 3 en Montevideo, 
Ciudad de la Costa, Colonia, Maldonado, Melo, Rivera y Salto. 
II) Que el acto impugnado emana del tribunal del concurso y fue 
publicado en la página WEB del BHU, sin indicación de fecha.  
III) Que en virtud de que el acto administrativo no notificado ni 
publicado en el Diario Oficial, puede ser recurrido en cualquier 
momento (artículo 142, inciso 2, del Decreto 500/991), la 
interposición de los recursos de revocación y jerárquico 
presentados en fecha 6 de febrero de 2020 fue en forma 
tempestiva (artículo 317 de la Constitución). 
IV) Que la recurrente se agravia al manifestar que “Del listado 
antes mencionado, se desprende que algunas personas que 
obtuvieron menos puntaje que la compareciente, a pesar de ello 
ingresarían a la función adjudicándoseles como destino Ciudad 
de la Costa. Este destino es uno de los dos que fueron 
seleccionados por mi (en cumplimiento de lo exigido en el 



 

 

concurso), por lo que me debió ser adjudicado el cargo en dicha 
dependencia, por tener mejor puntuación que varias de las 
personas designadas para ingresar a desempeñarse ahí”. 
V) En definitiva, solicita se revoque el acto cuestionado y se le 
asigne el cargo que le corresponde en el destino Ciudad de la 
Costa, en virtud de la prelación por el puntaje obtenido. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido se 
procederá a desestimar los recursos administrativos presentados. 
II) Que, como bien lo señala el informe de la División Servicios 
Jurídicos y Notariales, no es cierto que el resultado de la Etapa 2 
(objeto de la presente impugnación) sea el final del concurso de 
oposición y méritos de que se trata.  Muy por el contrario, los 
concursantes que se mantengan en el concurso tienen por delante 
las etapas de “Experiencia y Formación” (Etapa 3), “Evaluación 
Psicolaboral” (Etapa 4) y “Examen Médico” (Etapa 5). Solo los 
concursantes que superen la última etapa y tengan el puntaje 
mínimo exigido para aprobar el concurso (60 puntos), van a pasar 
a formar parte de una lista de prelación para su ingreso al Banco 
según sus necesidades de recursos humanos. No es cierto 
entonces lo manifestado por la recurrente en su escrito, en cuanto 
a que el resultado de la Etapa 2 determine “el listado de personas 
a las que se le adjudican cargos en el concurso”, ya que como se 
dijo, la Etapa 2 era solamente una de las 5 etapas de un concurso 
que aún se encuentra en proceso.  
III) Que tampoco le asiste razón a la recurrente cuando 
manifiesta que existirían concursantes que habrían obtenido 
menos puntaje que ella y que ingresarían a la función con 
destino Ciudad de la Costa. En efecto, la actora en su formulario 
de inscripción determinó en la sección “INDIQUE LA(S) 
DEPENDENCIA(S) A LA(S) QUE SE POSTULA” las opciones 
Montevideo (Casa Central) como primera opción y luego Ciudad 
de la Costa como segunda opción. Al realizar la prueba de 
evaluación de conocimiento de la Etapa 2 obtuvo 50 puntos y 
pasó a formar parte de una lista (en orden decreciente) según la 
primera opción de dependencia que hubiera seleccionado en el 
formulario de inscripción que en su caso fue Casa Central 
Montevideo. 
IV) Que las bases establecían que para el caso de los 
concursantes que optaran por Montevideo – Casa Central como 
primera opción, proseguirían en el concurso y pasarían a la Etapa 
3 los 75 mejores postulantes de acuerdo a los puntajes 
alcanzados.  



 

 

V) Que, si bien los 50 puntos obtenidos por la recurrente en la 
Etapa 2 son superiores al puntaje que tuvieron los últimos 4 
concursantes que formaban parte de la nómina de 20 postulantes 
correspondiente a la dependencia Ciudad de la Costa, se trata de 
listados diferentes, porque como se dijo, para ordenar a los 
concursantes se tomó en cuenta la primera opción de 
dependencia y no la segunda de ellas. Esta segunda opción en 
materia de dependencias tendrá su importancia cuando se elabore 
el ranking final del concurso (concluidas todas las etapas 
previstas), porque solo si se agota la lista de una dependencia 
conforme el orden de prelación, se va a llamar a postulantes que 
hayan optado por esa filial como segunda opción.  
ATENTO: A lo previsto en el artículo 318 de la Constitución 
Nacional, artículo 96 de la Carta Orgánica del BHU y artículo 1° 
del Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Proceder a resolver los recursos de revocación y 
jerárquico interpuestos, desestimando los agravios planteados por 
la Sra. AA contra el resultado de la Etapa Nº 2 ("Evaluación de 
Conocimientos") del llamado a concurso de oposición y méritos 
entre funcionarios públicos presupuestados, para la provisión de 
cargos de Administrativo 3 en Montevideo, Ciudad de la Costa, 
Colonia, Maldonado, Melo, Rivera y Salto. 
2.- Notificar personalmente a la recurrente". 
  

Nº 0213 
  

Expediente Nº 2019-52-1-11284 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES -  SRAS. AA Y BB -
REPRESENTANTES DEL EDIFICIO "LOS CEIBOS I" - 
RECURSO DE REVOCACIÓN CONTRA RESOLUCIÓN DE 
DIRECTORIO Nº 0529/19 - Se procede a resolver el recurso de 
revocación interpuesto. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales con fecha 21 de 
enero del corriente, cuyo texto se transcribe a continuación: 
"VISTO: El recurso administrativo de revocación interpuesto por 
las Sras. AA y BB, en su carácter de representantes del Edificio 
"LOS CEIBOS I", contra la resolución de Directorio Nº 0529/19 
de fecha 16 de setiembre de 2019, acto administrativo por el cual 
se dispuso rechazar la petición de asistencia financiera con cargo 
al Fondo de Protección Inmueble formulada con fecha 12 de abril 
de 2019 por las Sras. CC y DD, copropietarias del padrón Nº XX 
(Edificio "LOS CEIBOS I") sito en Pasaje Salvador Guerra Nº 
XX de la ciudad de Montevideo. 



 

 

RESULTANDO: I) Que el acto que aquí se recurre no le fue 
notificado a la copropiedad del Edificio "LOS CEIBOS I" ni fue 
publicado en el Diario Oficial. 
II) Que el recurso de revocación se presentó con fecha 25 de 
octubre de 2019.  
CONSIDERANDO: I) Que en virtud de que el acto 
administrativo no notificado ni publicado en el Diario Oficial 
puede ser recurrido en cualquier momento (artículo 142, inciso 2, 
del Decreto 500/991), el recurso de revocación iniciado por los 
representantes del Edificio "LOS CEIBOS I" fue presentado en 
plazo, conforme lo establecido en el artículo 317 de la 
Constitución Nacional. 
II) Que, si bien al momento de interponer el recurso de 
revocación los representantes del Edificio "LOS CEIBOS I" 
manifestaron que diferían la presentación de sus fundamentos, a 
la fecha aún no han sido presentados.  
III) Que, en ese sentido, habiendo transcurrido plazo suficiente 
no se han presentado los fundamentos del recurso interpuesto, lo 
que impide a la Institución conocer cuál sería su ilegitimidad y 
determina, asimismo, desestimar la vía recursiva promovida. 
ATENTO: A lo previsto en el artículo 318 de la Constitución 
Nacional, artículo 96 de la Carta Orgánica del BHU y artículo 1° 
del Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Proceder a resolver el recurso de revocación 
interpuesto por las Sras. AA y BB, en su carácter de 
representantes del Edificio "LOS CEIBOS I" contra la resolución 
de Directorio Nº 0529/19 de fecha 16 de setiembre de 2019, 
confirmado en consecuencia dicho acto administrativo. 
2.- Notificar personalmente a los recurrentes". 
  

Nº 0214 
  

Expediente Nº 2018-52-1-09913 - DIVISIÓN CAPITAL 
HUMANO - PASANTÍAS PARA CASA CENTRAL - Se 
dispone la contratación de los ocho pasantes que se detallan. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Capital Humano con fecha 26 de febrero del 
corriente, que a continuación se transcribe: 
" VISTO: La necesidad de reponer ocho cupos de pasantías para 
Casa Central. 
CONSIDERANDO: I) Que se encuentra vigente la lista de 
aspirantes según resolución de Directorio N° 0021/19 de fecha 11 
de enero de 2019. 



 

 

II) Que el Departamento Desarrollo de Recursos Humanos 
contactó a ocho aspirantes de la lista de prelación vigente. 
RESUELVE: 1.- Disponer la contratación, en Régimen de 
Pasantías (Ley 18.719, Decreto 53/011) por un plazo de 18 meses 
para su desempeño en Casa Central, con una retribución mensual 
nominal de 5.6875 BPC (Base de Prestaciones y Contribuciones) 
y con un régimen horario de 32,5 horas semanales a: Mateo 
Seballe CI XX, Irina Marerro CI XX, Nahomi Magliano CI XX, 
María Ximena Gutiérrez CI XX, Lucero Prats CI XX, María 
Eugenia Fontán CI XX, Laura García CI XX y Camila Rodríguez 
CI XX. 
 2.- Condicionar la referida contratación a la validez de la 
documentación de ingreso requerida por el Departamento 
Administración de Recursos Humanos y al informe de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil respecto a los antecedentes de los 
postulantes". 
  

Nº 0215 
  

Expediente Nº 2018-52-1-01099 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - PROMITENTE 
COMPRADORA DEL PADRÓN XX, BLOCK 1, UNIDAD 004 
DEL DEPARTAMENTO DE MALDONADO - PETICIÓN 
FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 
CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 
petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 10 de 
febrero de 2020, que a continuación se transcribe: 
"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 
Constitución de la República por la Sra. AA. 
RESULTANDO: I) Que con fecha 20 de febrero de 2018 se 
presenta ante el Directorio del BHU la señora AA, quien 
manifiesta ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un 
préstamo en unidades reajustables en virtud de la promesa de 
compraventa relativa al padrón XX, block 1, unidad 004 del 
departamento de Maldonado. 
II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 
102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 
indicado entre otras cosas que se "Propicie que permitan la 
revisión de los contratos objeto del reclamo de manera de 
restablecer la ecuación económica de los mismos, evitando así 
un enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la 



 

 

equidad de la prestación para obtención de vivienda casa 
habitación". 
III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 
UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 
equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 
calidad de vida del prestatario y además hace imposible 
terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 
atrasos en el pago de cuotas mensuales", para luego indicar 
"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 
unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 
los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 
Carta Orgánica del Banco". 
IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su 
firma hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta 
Orgánica) tuvo la categoría de préstamo social, hecho que 
señalan ha sido tomado en cuenta por la recomendación de la 
Institución Nacional de Derechos Humanos para concluir que la 
ha llevado a la ruina. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 
procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 
amparo del artículo 30 de la Constitución. 
II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 
deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 
transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 
En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 
los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 
los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 
en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 
haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 
créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 
éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 
III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 
evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 
efectos del proceso inflacionario que determinaba su constante 
desvalorización. La recuperación de los préstamos con reajuste 
permite al BHU disponer de la masa de capital necesario para 
satisfacer los futuros requerimientos de capital para verterlos en 
la concesión de nuevos préstamos de largo plazo y así cumplir 
con su rol fundamental de facilitar el acceso a la vivienda de la 
población en general. 
IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 
por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 



 

 

aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 
reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 
que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 
dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 
cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 
vinculando la evolución de la UR al IMS. 
V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 
onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 
del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 
hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 
"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 
acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 
acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 
lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 
punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 
reflejando paulatinamente esa suba. 
VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 
además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 
integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 
sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 
VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 del 
Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que determinan 
un desequilibrio de las prestaciones generando una excesiva 
onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el pacto y 
protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 
habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 
condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 
modificando la convención. 
VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 
modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene la 
peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 
se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 
se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 
derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 
IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 
Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 
Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 
dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 
titulares de productos nominados en unidades reajustables, 
propuesta que se presenta como una flexibilización a las 
condiciones aprobadas por resolución de Directorio Nº 0310/13 
de fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía 



 

 

a los clientes titulares de productos nominados en unidades 
reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 
los requisitos allí establecidos.  
X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 
cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 
deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 
autorizando su transformación en productos en unidades 
indexadas.                          
ATENTO: A lo previsto en el Art. 30 de la Constitución de la 
República, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y Art. 1 del 
Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 
del artículo 30 de la Constitución de la República por la señora 
AA. 
2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 
en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 
Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0216 
  

Expediente Nº 2018-52-1-01102 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - TITULAR DEL 
PRÉSTAMO HIPOTECARIO PADRÓN  XX, 
UNIDAD 005 DEL DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - 
PETICIÓN FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 
DE LA CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima 
la petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 10 de 
febrero de 2020, que a continuación se transcribe: 
"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 
Constitución de la República por la Sra. AA. 
RESULTANDO: I) Que con fecha 20 de febrero de 2018 se 
presenta ante el Directorio del BHU la señora AA quien 
manifiesta ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un 
préstamo en unidades reajustables, padrón XX, 
unidad 005 del departamento de Montevideo. 
II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 
102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 
indicado entre otras cosas que se "Propicie que permitan la 
revisión de los contratos objeto del reclamo de manera de 
restablecer la ecuación económica de los mismos, evitando así 
un enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la 



 

 

equidad de la prestación para obtención de vivienda casa 
habitación". 
III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 
UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 
equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 
calidad de vida del prestatario y además hace imposible 
terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 
atrasos en el pago de cuotas mensuales", para luego indicar 
"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 
unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 
los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 
Carta Orgánica del Banco". 
IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su 
firma hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta 
Orgánica) tuvo la categoría de préstamo social, hecho que 
señalan ha sido tomado en cuenta por la recomendación de la 
Institución Nacional de Derechos Humanos para concluir que la 
ha llevado a la ruina. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 
procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 
amparo del artículo 30 de la Constitución. 
II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 
deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 
transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 
En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 
los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 
los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 
en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 
haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 
créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 
éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 
III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 
evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 
efectos del proceso inflacionario que determinaba su constante 
desvalorización. La recuperación de los préstamos con reajuste 
permite al BHU disponer de la masa de capital necesario para 
satisfacer los futuros requerimientos de capital para verterlos en 
la concesión de nuevos préstamos de largo plazo y así cumplir 
con su rol fundamental de facilitar el acceso a la vivienda de la 
población en general. 
IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 
por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 



 

 

aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 
reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 
que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 
dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 
cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 
vinculando la evolución de la UR al IMS. 
V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 
onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 
del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 
hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 
"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 
acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 
acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 
lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 
punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 
reflejando paulatinamente esa suba. 
VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 
además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 
integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 
sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 
VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 del 
Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que determinan 
un desequilibrio de las prestaciones generando una excesiva 
onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el pacto y 
protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 
habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 
condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 
modificando la convención. 
VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 
modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene el 
peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 
se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 
se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 
derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 
IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 
Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 
Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 
dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 
titulares de productos nominados en unidades reajustables, 
propuesta que se presenta como una flexibilización a las 
condiciones aprobadas por resolución de Directorio Nº 0310/13 
de fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía 



 

 

a los clientes titulares de productos nominados en unidades 
reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 
los requisitos allí establecidos.  
X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 
cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 
deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 
autorizando su transformación en productos en unidades 
indexadas. 
ATENTO: A lo previsto en el Art. 30 de la Constitución de la 
República, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y Art. 1 del 
Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 
del artículo 30 de la Constitución de la República 
por la señora AA. 
2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 
en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 
Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0217 
  

Expediente Nº 2018-52-1-01133 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - TITULAR DEL 
PRÉSTAMO HIPOTECARIO   PADRÓN XX, 
UNIDAD 904 DEL DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - 
PETICIÓN FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 
DE LA CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima 
la petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 10 de 
febrero 2020, que a continuación se transcribe:  
"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 
Constitución por la Sra. AA. 
RESULTANDO: I) Que en fecha 20 de febrero de 2018 se 
presenta ante el Directorio del BHU la Sra. AA, quien manifiesta 
ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un préstamo en 
unidades reajustables padrón XX, unidad 904 del departamento 
de Montevideo. 
II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 
102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 
indicado entre otras cosas, se "Propicie que permitan la revisión 
de los contratos objeto del reclamo de manera de restablecer la 
ecuación económica de los mismos, evitando así un 



 

 

enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la equidad 
de la prestación para obtención de vivienda casa habitación". 
III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 
UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 
equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 
calidad de vida del prestatario y además hace imposible 
terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 
atrasos en el pago de cuotas mensuales" para luego indicar 
"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 
unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 
los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 
Carta Orgánica del Banco". 
IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su firma 
hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta Orgánica) 
tuvo la categoría de préstamo social, hecho que señala ha sido 
tomado en cuenta por la recomendación de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para concluir que la ha llevado a 
la ruina. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 
procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 
amparo del artículo 30 de la Constitución. 
II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 
deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 
transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 
En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 
los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 
los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 
en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 
haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 
créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 
éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 
III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 
evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 
efectos del proceso inflacionario que determinaba la constante 
desvalorización de los mismos. La recuperación de los préstamos 
con reajuste permite al BHU disponer de la masa de capital 
necesario para satisfacer los futuros requerimientos de capital 
para verterlos en la concesión de nuevos préstamos de largo 
plazo y así cumplir con su rol fundamental de facilitar el acceso a 
la vivienda de la población en general. 
IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 
por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 



 

 

aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 
reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 
que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 
dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 
cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 
vinculando la evolución de la UR al IMS. 
V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 
onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 
del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 
hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 
"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 
acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 
acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 
lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 
punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 
reflejando paulatinamente esa suba. 
VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 
además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 
integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 
sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 
VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 
del Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que 
determinan un desequilibrio de las prestaciones generando una 
excesiva onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el 
pacto y protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 
habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 
condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 
modificando la convención. 
VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 
modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene la 
peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 
se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 
se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 
derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 
IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 
Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 
Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 
dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 
titulares de productos nominados en unidades reajustables, 
propuesta que se presenta como una flexibilización a las 
condiciones aprobadas por resolución de Directorio 0310/13 de 
fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía a 



 

 

los clientes titulares de productos nominados en unidades 
reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 
los requisitos establecidos en la misma. 
X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 
cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 
deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 
autorizando su transformación en productos en unidades 
indexadas.                       
ATENTO: A lo previsto en el artículo 30 de la Constitución 
Nacional, artículo 96 de la Carta Orgánica del BHU, y artículo 1 
del Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 
del artículo 30 de la Constitución por la Sra. AA. 
2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 
en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 
Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0218 
  

Expediente Nº 2018-52-1-01137 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - SR. AA - PROMITENTE 
COMPRADOR DEL PADRÓN XX, BLOCK 1, UNIDAD 703 
DEL DEPARTAMENTO DE COLONIA - PETICIÓN 
FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 
CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 
petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 10 de 
febrero de 2020, que a continuación se transcribe: 
"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 
Constitución de la República por el Sr. AA. 
RESULTANDO: I) Que con fecha 20 de febrero de 2018 se 
presenta ante el Directorio del BHU el señor AA, quien 
manifiesta ser deudor del BHU en tanto recibió de éste un 
préstamo en unidades reajustables en virtud de la promesa de 
compraventa padrón XX, block 1, unidad 703 del departamento 
de Colonia. 
II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 
102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 
indicado entre otras cosas que se "Propicie que permitan la 
revisión de los contratos objeto del reclamo de manera de 
restablecer la ecuación económica de los mismos, evitando así 
un enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la 



 

 

equidad de la prestación para obtención de vivienda casa 
habitación". 
III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 
UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 
equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 
calidad de vida del prestatario y además hace imposible 
terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 
atrasos en el pago de cuotas mensuales", para luego indicar 
"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 
unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 
los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 
Carta Orgánica del Banco". 
IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su 
firma hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta 
Orgánica) tuvo la categoría de préstamo social, hecho que 
señalan ha sido tomado en cuenta por la recomendación de la 
Institución Nacional de Derechos Humanos para concluir que lo 
ha llevado a la ruina. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 
procederá a desestimar la petición formulada por el Sr. AA al 
amparo del artículo 30 de la Constitución. 
II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 
deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 
transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 
En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 
los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 
los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 
en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 
haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 
créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 
éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 
III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 
evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 
efectos del proceso inflacionario que determinaba su constante 
desvalorización. La recuperación de los préstamos con reajuste 
permite al BHU disponer de la masa de capital necesario para 
satisfacer los futuros requerimientos de capital para verterlos en 
la concesión de nuevos préstamos de largo plazo y así cumplir 
con su rol fundamental de facilitar el acceso a la vivienda de la 
población en general. 
IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 
por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 



 

 

aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 
reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 
que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 
dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 
cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 
vinculando la evolución de la UR al IMS. 
V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 
onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 
del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 
hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 
"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 
acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 
acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 
lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 
punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 
reflejando paulatinamente esa suba. 
VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 
además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 
integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 
sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 
VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 del 
Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que determinan 
un desequilibrio de las prestaciones generando una excesiva 
onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el pacto y 
protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 
habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 
condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 
modificando la convención. 
VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 
modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene la 
peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 
se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 
se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 
derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 
IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 
Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 
Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 
dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 
titulares de productos nominados en unidades reajustables, 
propuesta que se presenta como una flexibilización a las 
condiciones aprobadas por resolución de Directorio Nº 0310/13 
de fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía 



 

 

a los clientes titulares de productos nominados en unidades 
reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 
los requisitos allí establecidos.  
X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 
cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 
deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 
autorizando su transformación en productos en unidades 
indexadas.                         
ATENTO: A lo previsto en el Art. 30 de la Constitución de la 
República, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y Art. 1 del 
Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 
del artículo 30 de la Constitución de la República por el señor 
AA. 
2.- Notificar al peticionante de la presente resolución y poner en 
su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio Nº 
0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0219 
  

Expediente Nº 2018-52-1-01143 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - TITULAR DEL 
PRÉSTAMO HIPOTECARIO PADRÓN XX, LOCALIDAD 
CIUDAD DE LA COSTA, DEPARTAMENTO 
DE CANELONES - PETICIÓN FORMULADA AL AMPARO 
DEL ARTÍCULO 30 DE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
REPÚBLICA - Se desestima la petición y se adoptan otras 
medidas sobre el particular. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 10 de 
febrero de 2020, que a continuación se transcribe: 
"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 
Constitución de la República por la Sra. AA. 
RESULTANDO: I) Que con fecha 20 de febrero de 2018 se 
presenta ante el Directorio del BHU la señora AA quien 
manifiesta ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un 
préstamo en unidades reajustables, padrón XX, localidad Ciudad 
de la Costa, departamento de Canelones.               
II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 
102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 
indicado entre otras cosas que se "Propicie que permitan la 
revisión de los contratos objeto del reclamo de manera de 
restablecer la ecuación económica de los mismos, evitando así 



 

 

un enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la 
equidad de la prestación para obtención de vivienda casa 
habitación". 
III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 
UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 
equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 
calidad de vida del prestatario y además hace imposible 
terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 
atrasos en el pago de cuotas mensuales", para luego indicar 
"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 
unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 
los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 
Carta Orgánica del Banco". 
IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su 
firma hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta 
Orgánica) tuvo la categoría de préstamo social, hecho que 
señalan ha sido tomado en cuenta por la recomendación de la 
Institución Nacional de Derechos Humanos para concluir que la 
ha llevado a la ruina. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 
procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 
amparo del artículo 30 de la Constitución. 
II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 
deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 
transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 
En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 
los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 
los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 
en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 
haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 
créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 
éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 
III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 
evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 
efectos del proceso inflacionario que determinaba su constante 
desvalorización. La recuperación de los préstamos con reajuste 
permite al BHU disponer de la masa de capital necesario para 
satisfacer los futuros requerimientos de capital para verterlos en 
la concesión de nuevos préstamos de largo plazo y así cumplir 
con su rol fundamental de facilitar el acceso a la vivienda de la 
población en general. 



 

 

IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 
por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 
aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 
reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 
que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 
dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 
cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 
vinculando la evolución de la UR al IMS. 
V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 
onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 
del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 
hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 
"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 
acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 
acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 
lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 
punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 
reflejando paulatinamente esa suba. 
VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 
además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 
integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 
sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 
VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 del 
Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que determinan 
un desequilibrio de las prestaciones generando una excesiva 
onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el pacto y 
protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 
habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 
condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 
modificando la convención. 
VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 
modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene el 
peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 
se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 
se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 
derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 
IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 
Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 
Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 
dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 
titulares de productos nominados en unidades reajustables, 
propuesta que se presenta como una flexibilización a las 



 

 

condiciones aprobadas por resolución de Directorio Nº 0310/13 
de fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía 
a los clientes titulares de productos nominados en unidades 
reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 
los requisitos allí establecidos.  
X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 
cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 
deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 
autorizando su transformación en productos en unidades 
indexadas. 
ATENTO: A lo previsto en el Art. 30 de la Constitución de la 
República, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y Art. 1 del 
Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 
del artículo 30 de la Constitución de la República 
por la señora AA. 
2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 
en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 
Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0220 
  

Expediente Nº 2018-52-1-01151 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - TITULAR DEL 
PRÉSTAMO HIPOTECARIO PADRÓN XX, 
UNIDAD 001 DEL DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - 
PETICIÓN FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 
DE LA CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima 
la petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 10 de 
febrero de 2020, que a continuación se transcribe: 
"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 
Constitución de la República por la Sra. AA. 
RESULTANDO: I) Que con fecha 20 de febrero de 2018 se 
presenta ante el Directorio del BHU la señora AA quien 
manifiesta ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un 
préstamo en unidades reajustables, padrón XX, 
unidad 001 del departamento de Montevideo. 
II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 
102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 
indicado entre otras cosas que se "Propicie que permitan la 
revisión de los contratos objeto del reclamo de manera de 



 

 

restablecer la ecuación económica de los mismos, evitando así 
un enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la 
equidad de la prestación para obtención de vivienda casa 
habitación". 
III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 
UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 
equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 
calidad de vida del prestatario y además hace imposible 
terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 
atrasos en el pago de cuotas mensuales", para luego indicar 
"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 
unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 
los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 
Carta Orgánica del Banco". 
IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su 
firma hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta 
Orgánica) tuvo la categoría de préstamo social, hecho que 
señalan ha sido tomado en cuenta por la recomendación de la 
Institución Nacional de Derechos Humanos para concluir que la 
ha llevado a la ruina. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 
procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 
amparo del artículo 30 de la Constitución. 
II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 
deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 
transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 
En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 
los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 
los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 
en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 
haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 
créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 
éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 
III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 
evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 
efectos del proceso inflacionario que determinaba su constante 
desvalorización. La recuperación de los préstamos con reajuste 
permite al BHU disponer de la masa de capital necesario para 
satisfacer los futuros requerimientos de capital para verterlos en 
la concesión de nuevos préstamos de largo plazo y así cumplir 
con su rol fundamental de facilitar el acceso a la vivienda de la 
población en general. 



 

 

IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 
por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 
aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 
reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 
que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 
dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 
cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 
vinculando la evolución de la UR al IMS. 
V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 
onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 
del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 
hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 
"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 
acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 
acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 
lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 
punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 
reflejando paulatinamente esa suba. 
VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 
además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 
integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 
sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 
VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 del 
Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que determinan 
un desequilibrio de las prestaciones generando una excesiva 
onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el pacto y 
protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 
habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 
condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 
modificando la convención. 
VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 
modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene el 
peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 
se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 
se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 
derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 
IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 
Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 
Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 
dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 
titulares de productos nominados en unidades reajustables, 
propuesta que se presenta como una flexibilización a las 



 

 

condiciones aprobadas por resolución de Directorio Nº 0310/13 
de fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía 
a los clientes titulares de productos nominados en unidades 
reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 
los requisitos allí establecidos.  
X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 
cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 
deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 
autorizando su transformación en productos en unidades 
indexadas. 
ATENTO: A lo previsto en el Art. 30 de la Constitución de la 
República, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y Art. 1 del 
Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 
del artículo 30 de la Constitución de la República 
por la señora AA. 
2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 
en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 
Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0221 
  

Expediente Nº 2018-52-1-01145 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - TITULAR DEL 
PRÉSTAMO HIPOTECARIO PADRÓN XX, 
UNIDAD 001, LOCALIDAD DOLORES, DEPARTAMENTO 
DE SORIANO - PETICIÓN FORMULADA AL AMPARO DEL 
ARTÍCULO 30 DE LA CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA 
- Se desestima la petición y se adoptan otras medidas sobre el 
particular. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 10 de 
febrero 2020, que a continuación se transcribe:  
"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 
Constitución por la Sra. AA. 
RESULTANDO: I) Que en fecha 20 de febrero de 2018 se 
presenta ante el Directorio del BHU la Sra. AA, quien manifiesta 
ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un préstamo en 
unidades reajustables padrón XX, unidad 001 de la localidad de 
Dolores, departamento de Soriano. 
II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 
102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 
indicado entre otras cosas, se "Propicie que permitan la revisión 



 

 

de los contratos objeto del reclamo de manera de restablecer la 
ecuación económica de los mismos, evitando así un 
enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la equidad 
de la prestación para obtención de vivienda casa habitación". 
III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 
UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 
equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 
calidad de vida del prestatario y además hace imposible 
terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 
atrasos en el pago de cuotas mensuales" para luego indicar 
"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 
unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 
los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 
Carta Orgánica del Banco". 
IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su firma 
hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta Orgánica) 
tuvo la categoría de préstamo social, hecho que señala ha sido 
tomado en cuenta por la recomendación de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para concluir que la ha llevado a 
la ruina. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 
procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 
amparo del artículo 30 de la Constitución. 
II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 
deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 
transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 
En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 
los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 
los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 
en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 
haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 
créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 
éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 
III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 
evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 
efectos del proceso inflacionario que determinaba la constante 
desvalorización de los mismos. La recuperación de los préstamos 
con reajuste permite al BHU disponer de la masa de capital 
necesario para satisfacer los futuros requerimientos de capital 
para verterlos en la concesión de nuevos préstamos de largo 
plazo y así cumplir con su rol fundamental de facilitar el acceso a 
la vivienda de la población en general. 



 

 

IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 
por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 
aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 
reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 
que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 
dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 
cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 
vinculando la evolución de la UR al IMS. 
V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 
onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 
del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 
hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 
"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 
acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 
acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 
lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 
punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 
reflejando paulatinamente esa suba. 
VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 
además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 
integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 
sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 
VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 
del Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que 
determinan un desequilibrio de las prestaciones generando una 
excesiva onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el 
pacto y protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 
habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 
condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 
modificando la convención. 
VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 
modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene la 
peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 
se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 
se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 
derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 
IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 
Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 
Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 
dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 
titulares de productos nominados en unidades reajustables, 
propuesta que se presenta como una flexibilización a las 



 

 

condiciones aprobadas por resolución de Directorio 0310/13 de 
fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía a 
los clientes titulares de productos nominados en unidades 
reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 
los requisitos establecidos en la misma. 
X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 
cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 
deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 
autorizando su transformación en productos en unidades 
indexadas.                       
ATENTO: A lo previsto en el artículo 30 de la Constitución 
Nacional, artículo 96 de la Carta Orgánica del BHU, y artículo 1 
del Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 
del artículo 30 de la Constitución por la Sra. AA. 
2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 
en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 
Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0222 
  

Expediente Nº 2018-52-1-01113 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - SR. AA - PROMITENTE 
COMPRADOR DEL PADRÓN XX, UNIDAD 303 DEL 
DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - PETICIÓN 
FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 
CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 
petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 17 de 
febrero de 2020, que a continuación se transcribe: 
"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 
Constitución de la República por el Sr. AA. 
RESULTANDO: I) Que con fecha 20 de febrero de 2018 se 
presenta ante el Directorio del BHU al señor AA, quien 
manifiesta ser deudor del BHU en tanto recibió de éste un 
préstamo en unidades reajustables en virtud de la promesa de 
compraventa padrón XX, unidad 303 del departamento 
de Montevideo. 
II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 
102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 
indicado entre otras cosas que se "Propicie que permitan la 
revisión de los contratos objeto del reclamo de manera de 



 

 

restablecer la ecuación económica de los mismos, evitando así 
un enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la 
equidad de la prestación para obtención de vivienda casa 
habitación". 
III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 
UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 
equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 
calidad de vida del prestatario y además hace imposible 
terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 
atrasos en el pago de cuotas mensuales", para luego indicar 
"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 
unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 
los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 
Carta Orgánica del Banco". 
IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su 
firma hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta 
Orgánica) tuvo la categoría de préstamo social, hecho que 
señalan ha sido tomado en cuenta por la recomendación de la 
Institución Nacional de Derechos Humanos para concluir que lo 
ha llevado a la ruina. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 
procederá a desestimar la petición formulada por el Sr. AA al 
amparo del artículo 30 de la Constitución. 
II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 
deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 
transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 
En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 
los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 
los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 
en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 
haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 
créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 
éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 
III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 
evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 
efectos del proceso inflacionario que determinaba su constante 
desvalorización. La recuperación de los préstamos con reajuste 
permite al BHU disponer de la masa de capital necesario para 
satisfacer los futuros requerimientos de capital para verterlos en 
la concesión de nuevos préstamos de largo plazo y así cumplir 
con su rol fundamental de facilitar el acceso a la vivienda de la 
población en general. 



 

 

IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 
por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 
aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 
reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 
que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 
dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 
cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 
vinculando la evolución de la UR al IMS. 
V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 
onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 
del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 
hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 
"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 
acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 
acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 
lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 
punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 
reflejando paulatinamente esa suba. 
VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 
además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 
integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 
sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 
VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 del 
Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que determinan 
un desequilibrio de las prestaciones generando una excesiva 
onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el pacto y 
protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 
habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 
condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 
modificando la convención. 
VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 
modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene la 
peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 
se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 
se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 
derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 
IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 
Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 
Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 
dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 
titulares de productos nominados en unidades reajustables, 
propuesta que se presenta como una flexibilización a las 



 

 

condiciones aprobadas por resolución de Directorio Nº 0310/13 
de fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía 
a los clientes titulares de productos nominados en unidades 
reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 
los requisitos allí establecidos.  
X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 
cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 
deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 
autorizando su transformación en productos en unidades 
indexadas.                         
ATENTO: A lo previsto en el Art. 30 de la Constitución de la 
República, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y Art. 1 del 
Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 
del artículo 30 de la Constitución de la República por el señor 
AA. 
2.- Notificar al peticionante de la presente resolución y poner en 
su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio Nº 
0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0223 
  

Expediente Nº 2018-52-1-01149 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - SR. AA - TITULAR DEL 
PRÉSTAMO HIPOTECARIO PADRÓN XX, UNIDAD 703 
DEL DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - PETICIÓN 
FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 
CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 
petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 10 de 
febrero 2020, que a continuación se transcribe:  
"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 
Constitución por el Sr. AA. 
RESULTANDO: I) Que en fecha 20 de febrero de 2018 se 
presenta ante el Directorio del BHU el Sr. AA, quien manifiesta 
ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un préstamo en 
unidades reajustables padrón XX, unidad 703 del departamento 
de Montevideo. 
II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 
102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 
indicado entre otras cosas, se "Propicie que permitan la revisión 
de los contratos objeto del reclamo de manera de restablecer la 



 

 

ecuación económica de los mismos, evitando así un 
enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la equidad 
de la prestación para obtención de vivienda casa habitación". 
III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 
UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 
equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 
calidad de vida del prestatario y además hace imposible 
terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 
atrasos en el pago de cuotas mensuales" para luego indicar 
"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 
unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 
los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 
Carta Orgánica del Banco". 
IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su firma 
hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta Orgánica) 
tuvo la categoría de préstamo social, hecho que señala ha sido 
tomado en cuenta por la recomendación de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para concluir que lo ha llevado a 
la ruina. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 
procederá a desestimar la petición formulada por el Sr. AA al 
amparo del artículo 30 de la Constitución. 
II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 
deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 
transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 
En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 
los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 
los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 
en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 
haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 
créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 
éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 
III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 
evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 
efectos del proceso inflacionario que determinaba la constante 
desvalorización de los mismos. La recuperación de los préstamos 
con reajuste permite al BHU disponer de la masa de capital 
necesario para satisfacer los futuros requerimientos de capital 
para verterlos en la concesión de nuevos préstamos de largo 
plazo y así cumplir con su rol fundamental de facilitar el acceso a 
la vivienda de la población en general. 



 

 

IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 
por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 
aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 
reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 
que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 
dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 
cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 
vinculando la evolución de la UR al IMS. 
V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 
onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 
del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 
hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 
"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 
acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 
acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 
lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 
punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 
reflejando paulatinamente esa suba. 
VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 
además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 
integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 
sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 
VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 
del Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que 
determinan un desequilibrio de las prestaciones generando una 
excesiva onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el 
pacto y protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 
habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 
condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 
modificando la convención. 
VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 
modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene la 
peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 
se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 
se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 
derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 
IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 
Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 
Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 
dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 
titulares de productos nominados en unidades reajustables, 
propuesta que se presenta como una flexibilización a las 



 

 

condiciones aprobadas por resolución de Directorio 0310/13 de 
fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía a 
los clientes titulares de productos nominados en unidades 
reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 
los requisitos establecidos en la misma. 
X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 
cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 
deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 
autorizando su transformación en productos en unidades 
indexadas.                       
ATENTO: A lo previsto en el artículo 30 de la Constitución 
Nacional, artículo 96 de la Carta Orgánica del BHU, y artículo 1 
del Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 
del artículo 30 de la Constitución por el Sr. AA. 
2.- Notificar al peticionante de la presente resolución y poner en 
su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio Nº 
0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0224 
  

Expediente Nº 2018-52-1-01091 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - TITULAR DEL 
PRÉSTAMO HIPOTECARIO PADRÓN XX, 
UNIDAD 501, HIPOTECA CLASE 076, SERIE 145, NÚMERO 
XX DEL DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - PETICIÓN 
FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 
CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 
petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 18 de 
febrero 2020, que a continuación se transcribe:  
"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 
Constitución por la Sra. AA. 
RESULTANDO: I) Que en fecha 20 de febrero de 2018 se 
presenta ante el Directorio del BHU la Sra. AA, quien manifiesta 
ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un préstamo en 
unidades reajustables padrón XX, unidad 501, hipoteca clase 
076, serie 145, número XX del departamento de Montevideo. 
II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 
102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 
indicado entre otras cosas, se "Propicie que permitan la revisión 
de los contratos objeto del reclamo de manera de restablecer la 



 

 

ecuación económica de los mismos, evitando así un 
enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la equidad 
de la prestación para obtención de vivienda casa habitación". 
III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 
UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 
equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 
calidad de vida del prestatario y además hace imposible 
terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 
atrasos en el pago de cuotas mensuales" para luego indicar 
"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 
unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 
los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 
Carta Orgánica del Banco". 
IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su firma 
hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta Orgánica) 
tuvo la categoría de préstamo social, hecho que señala ha sido 
tomado en cuenta por la recomendación de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para concluir que la ha llevado a 
la ruina. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 
procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 
amparo del artículo 30 de la Constitución. 
II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 
deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 
transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 
En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 
los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 
los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 
en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 
haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 
créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 
éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 
III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 
evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 
efectos del proceso inflacionario que determinaba la constante 
desvalorización de los mismos. La recuperación de los préstamos 
con reajuste permite al BHU disponer de la masa de capital 
necesario para satisfacer los futuros requerimientos de capital 
para verterlos en la concesión de nuevos préstamos de largo 
plazo y así cumplir con su rol fundamental de facilitar el acceso a 
la vivienda de la población en general. 



 

 

IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 
por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 
aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 
reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 
que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 
dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 
cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 
vinculando la evolución de la UR al IMS. 
V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 
onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 
del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 
hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 
"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 
acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 
acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 
lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 
punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 
reflejando paulatinamente esa suba. 
VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 
además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 
integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 
sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 
VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 
del Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que 
determinan un desequilibrio de las prestaciones generando una 
excesiva onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el 
pacto y protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 
habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 
condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 
modificando la convención. 
VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 
modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene la 
peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 
se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 
se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 
derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 
IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 
Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 
Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 
dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 
titulares de productos nominados en unidades reajustables, 
propuesta que se presenta como una flexibilización a las 



 

 

condiciones aprobadas por resolución de Directorio 0310/13 de 
fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía a 
los clientes titulares de productos nominados en unidades 
reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 
los requisitos establecidos en la misma. 
X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 
cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 
deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 
autorizando su transformación en productos en unidades 
indexadas.                       
ATENTO: A lo previsto en el artículo 30 de la Constitución 
Nacional, artículo 96 de la Carta Orgánica del BHU, y artículo 1 
del Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 
del artículo 30 de la Constitución por la Sra. AA. 
2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 
en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 
Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0225 
  

Expediente Nº 2018-52-1-01092 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - TITULAR DEL 
PRÉSTAMO HIPOTECARIO PADRÓN XX, 
UNIDAD 803, HIPOTECA CLASE 076, SERIE 500, 
NÚMERO XX DEL DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - 
PETICIÓN FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 
DE LA CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima 
la petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 18 de 
febrero 2020, que a continuación se transcribe:  
"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 
Constitución por la Sra. AA. 
RESULTANDO: I) Que en fecha 18 de febrero de 2018 se 
presenta ante el Directorio del BHU la Sra. AA quien manifiesta 
ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un préstamo en 
unidades reajustables padrón XX, unidad 803, hipoteca clase 
076, serie 500, número XX del departamento de Montevideo. 
II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 
102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 
indicado entre otras cosas, se "Propicie que permitan la revisión 
de los contratos objeto del reclamo de manera de restablecer la 



 

 

ecuación económica de los mismos, evitando así un 
enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la equidad 
de la prestación para obtención de vivienda casa habitación". 
III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 
UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 
equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 
calidad de vida del prestatario y además hace imposible 
terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 
atrasos en el pago de cuotas mensuales" para luego indicar 
"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 
unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 
los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 
Carta Orgánica del Banco". 
IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su firma 
hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta Orgánica) 
tuvo la categoría de préstamo social, hecho que señala ha sido 
tomado en cuenta por la recomendación de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para concluir que la ha llevado a 
la ruina. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 
procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 
amparo del artículo 30 de la Constitución. 
II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 
deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 
transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 
En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 
los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 
los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 
en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 
haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 
créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 
éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 
III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 
evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 
efectos del proceso inflacionario que determinaba la constante 
desvalorización de los mismos. La recuperación de los préstamos 
con reajuste permite al BHU disponer de la masa de capital 
necesario para satisfacer los futuros requerimientos de capital 
para verterlos en la concesión de nuevos préstamos de largo 
plazo y así cumplir con su rol fundamental de facilitar el acceso a 
la vivienda de la población en general. 



 

 

IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 
por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 
aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 
reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 
que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 
dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 
cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 
vinculando la evolución de la UR al IMS. 
V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 
onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 
del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 
hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 
"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 
acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 
acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 
lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 
punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 
reflejando paulatinamente esa suba. 
VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 
además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 
integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 
sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 
VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 
del Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que 
determinan un desequilibrio de las prestaciones generando una 
excesiva onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el 
pacto y protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 
habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 
condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 
modificando la convención. 
VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 
modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene la 
peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 
se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 
se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 
derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 
IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 
Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 
Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 
dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 
titulares de productos nominados en unidades reajustables, 
propuesta que se presenta como una flexibilización a las 



 

 

condiciones aprobadas por resolución de Directorio 0310/13 de 
fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía a 
los clientes titulares de productos nominados en unidades 
reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 
los requisitos establecidos en la misma. 
X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 
cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 
deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 
autorizando su transformación en productos en unidades 
indexadas.                       
ATENTO: A lo previsto en el artículo 30 de la Constitución 
Nacional, artículo 96 de la Carta Orgánica del BHU, y artículo 1 
del Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 
del artículo 30 de la Constitución por la Sra. AA. 
2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 
en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 
Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0226 
  

Expediente Nº 2018-52-1-01096 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - TITULAR DEL 
PRÉSTAMO HIPOTECARIO PADRÓN XX, UNIDAD 
803, DEL DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - PETICIÓN 
FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 
CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 
petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 17 de 
febrero 2020, que a continuación se transcribe:  
"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 
Constitución por la Sra. AA. 
RESULTANDO: I) Que en fecha 20 de febrero de 2018 se 
presenta ante el Directorio del BHU la Sra. AA quien manifiesta 
ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un préstamo en 
unidades reajustables padrón XX, unidad 803 del departamento 
de Montevideo. 
II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 
102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 
indicado entre otras cosas, se "Propicie que permitan la revisión 
de los contratos objeto del reclamo de manera de restablecer la 
ecuación económica de los mismos, evitando así un 



 

 

enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la equidad 
de la prestación para obtención de vivienda casa habitación". 
III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 
UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 
equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 
calidad de vida del prestatario y además hace imposible 
terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 
atrasos en el pago de cuotas mensuales para luego indicar 
"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 
unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 
los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 
Carta Orgánica del Banco". 
IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su firma 
hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta Orgánica) 
tuvo la categoría de préstamo social, hecho que señala ha sido 
tomado en cuenta por la recomendación de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para concluir que la ha llevado a 
la ruina. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 
procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 
amparo del artículo 30 de la Constitución. 
II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 
deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 
transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 
En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 
los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 
los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 
en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 
haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 
créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 
éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 
III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 
evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 
efectos del proceso inflacionario que determinaba la constante 
desvalorización de los mismos. La recuperación de los préstamos 
con reajuste permite al BHU disponer de la masa de capital 
necesario para satisfacer los futuros requerimientos de capital 
para verterlos en la concesión de nuevos préstamos de largo 
plazo y así cumplir con su rol fundamental de facilitar el acceso a 
la vivienda de la población en general. 
IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 
por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 



 

 

aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 
reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 
que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 
dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 
cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 
vinculando la evolución de la UR al IMS. 
V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 
onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 
del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 
hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 
"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 
acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 
acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 
lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 
punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 
reflejando paulatinamente esa suba. 
VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 
además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 
integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 
sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 
VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 
del Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que 
determinan un desequilibrio de las prestaciones generando una 
excesiva onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el 
pacto y protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 
habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 
condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 
modificando la convención. 
VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 
modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene la 
peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 
se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 
se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 
derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 
IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 
Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 
Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 
dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 
titulares de productos nominados en unidades reajustables, 
propuesta que se presenta como una flexibilización a las 
condiciones aprobadas por resolución de Directorio 0310/13 de 
fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía a 



 

 

los clientes titulares de productos nominados en unidades 
reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 
los requisitos establecidos en la misma. 
X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 
cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 
deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 
autorizando su transformación en productos en unidades 
indexadas.                       
ATENTO: A lo previsto en el artículo 30 de la Constitución 
Nacional, artículo 96 de la Carta Orgánica del BHU, y artículo 1 
del Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 
del artículo 30 de la Constitución por la Sra. AA. 
2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 
en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 
Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0227 
  

Expediente Nº 2018-52-1-01228 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - PROMITENTE 
COMPRADORA DEL PADRÓN XX, BLOCK F, UNIDAD 103 
DEL DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - PETICIÓN 
FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 
CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 
petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 10 de 
febrero del corriente, que a continuación se transcribe: 
"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 
Constitución de la República por la Sra. AA. 
RESULTANDO: I) Que con fecha 22 de abril de 2018 se 
presenta ante el Directorio del BHU la señora AA, quien 
manifiesta ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un 
préstamo en unidades reajustables en virtud de la promesa de 
compraventa relativa al padrón XX, block F, unidad 103 del 
departamento de Montevideo. 
II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 
102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 
indicado entre otras cosas que se "Propicie que permitan la 
revisión de los contratos objeto del reclamo de manera de 
restablecer la ecuación económica de los mismos, evitando así 
un enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la 



 

 

equidad de la prestación para obtención de vivienda casa 
habitación". 
III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 
UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 
equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 
calidad de vida del prestatario y además hace imposible 
terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 
atrasos en el pago de cuotas mensuales", para luego indicar 
"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 
unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 
los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 
Carta Orgánica del Banco". 
IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su 
firma hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta 
Orgánica) tuvo la categoría de préstamo social, hecho que 
señalan ha sido tomado en cuenta por la recomendación de la 
Institución Nacional de Derechos Humanos para concluir que la 
ha llevado a la ruina. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 
procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 
amparo del artículo 30 de la Constitución. 
II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 
deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 
transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 
En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 
los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 
los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 
en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 
haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 
créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 
éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 
III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 
evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 
efectos del proceso inflacionario que determinaba su constante 
desvalorización. La recuperación de los préstamos con reajuste 
permite al BHU disponer de la masa de capital necesario para 
satisfacer los futuros requerimientos de capital para verterlos en 
la concesión de nuevos préstamos de largo plazo y así cumplir 
con su rol fundamental de facilitar el acceso a la vivienda de la 
población en general. 
IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 
por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 



 

 

aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 
reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 
que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 
dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 
cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 
vinculando la evolución de la UR al IMS. 
V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 
onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 
del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 
hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 
"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 
acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 
acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 
lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 
punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 
reflejando paulatinamente esa suba. 
VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 
además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 
integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 
sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 
VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 del 
Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que determinan 
un desequilibrio de las prestaciones generando una excesiva 
onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el pacto y 
protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 
habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 
condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 
modificando la convención. 
VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 
modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene la 
peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 
se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 
se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 
derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 
IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 
Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 
Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 
dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 
titulares de productos nominados en unidades reajustables, 
propuesta que se presenta como una flexibilización a las 
condiciones aprobadas por resolución de Directorio Nº 0310/13 
de fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía 



 

 

a los clientes titulares de productos nominados en unidades 
reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 
los requisitos allí establecidos.  
X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 
cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 
deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 
autorizando su transformación en productos en unidades 
indexadas. 
ATENTO: A lo previsto en el Art. 30 de la Constitución de la 
República, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y Art. 1 del 
Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 
del artículo 30 de la Constitución de la República por la señora 
AA. 
2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 
en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 
Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0228 
  

Expediente Nº 2018-52-1-01098 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - TITULAR DEL 
PRÉSTAMO HIPOTECARIO PADRÓN XX UNIDAD 
301, DEL DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - PETICIÓN 
FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 
CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 
petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 17 de 
febrero 2020, que a continuación se transcribe:  
"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 
Constitución por la Sra. AA. 
RESULTANDO: I) Que en fecha 20 de febrero de 2018 se 
presenta ante el Directorio del BHU la Sra. AA quien manifiesta 
ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un préstamo en 
unidades reajustables padrón XX, unidad 301 del departamento 
de Montevideo. 
II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 
102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 
indicado entre otras cosas, se "Propicie que permitan la revisión 
de los contratos objeto del reclamo de manera de restablecer la 
ecuación económica de los mismos, evitando así un 



 

 

enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la equidad 
de la prestación para obtención de vivienda casa habitación". 
III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 
UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 
equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 
calidad de vida del prestatario y además hace imposible 
terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 
atrasos en el pago de cuotas mensuales" para luego indicar 
"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 
unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 
los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 
Carta Orgánica del Banco". 
IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su firma 
hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta Orgánica) 
tuvo la categoría de préstamo social, hecho que señala ha sido 
tomado en cuenta por la recomendación de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para concluir que la ha llevado a 
la ruina. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 
procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 
amparo del artículo 30 de la Constitución. 
II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 
deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 
transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 
En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 
los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 
los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 
en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 
haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 
créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 
éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 
III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 
evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 
efectos del proceso inflacionario que determinaba la constante 
desvalorización de los mismos. La recuperación de los préstamos 
con reajuste permite al BHU disponer de la masa de capital 
necesario para satisfacer los futuros requerimientos de capital 
para verterlos en la concesión de nuevos préstamos de largo 
plazo y así cumplir con su rol fundamental de facilitar el acceso a 
la vivienda de la población en general. 
IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 
por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 



 

 

aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 
reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 
que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 
dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 
cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 
vinculando la evolución de la UR al IMS. 
V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 
onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 
del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 
hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 
"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 
acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 
acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 
lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 
punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 
reflejando paulatinamente esa suba. 
VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 
además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 
integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 
sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 
VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 
del Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que 
determinan un desequilibrio de las prestaciones generando una 
excesiva onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el 
pacto y protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 
habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 
condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 
modificando la convención. 
VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 
modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene la 
peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 
se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 
se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 
derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 
IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 
Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 
Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 
dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 
titulares de productos nominados en unidades reajustables, 
propuesta que se presenta como una flexibilización a las 
condiciones aprobadas por resolución de Directorio 0310/13 de 
fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía a 



 

 

los clientes titulares de productos nominados en unidades 
reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 
los requisitos establecidos en la misma. 
X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 
cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 
deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 
autorizando su transformación en productos en unidades 
indexadas.                       
ATENTO: A lo previsto en el artículo 30 de la Constitución 
Nacional, artículo 96 de la Carta Orgánica del BHU, y artículo 1 
del Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 
del artículo 30 de la Constitución por la Sra. AA. 
2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 
en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 
Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0229 
  

Expediente Nº 2018-52-1-01227 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - TITULAR DEL 
PRÉSTAMO HIPOTECARIO PADRÓN XX, UNIDAD 
002 DEL DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - PETICIÓN 
FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 
CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 
petición y se adoptan otras medidas sobre el particular.  
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 10 de 
febrero de 2020, que a continuación se transcribe:  
"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 
Constitución por la Sra. AA. 
RESULTANDO: I) Que en fecha 20 de febrero de 2018 se 
presenta ante el Directorio del BHU la Sra. AA, quien manifiesta 
ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un préstamo en 
unidades reajustables en virtud de la hipoteca relativa al padrón 
XX, unidad 002 del departamento de Montevideo. 
II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 
102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 
indicado entre otras cosas, se "Propicie que permitan la revisión 
de los contratos objeto del reclamo de manera de restablecer la 
ecuación económica de los mismos, evitando así un 
enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la equidad 
de la prestación para obtención de vivienda casa habitación". 



 

 

III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 
UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 
equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 
calidad de vida del prestatario y además hace imposible 
terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 
atrasos en el pago de cuotas mensuales" para luego indicar 
"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 
unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 
los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 
Carta Orgánica del Banco". 
IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su firma 
hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta Orgánica) 
tuvo la categoría de préstamo social, hecho que señala ha sido 
tomado en cuenta por la recomendación de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para concluir que la ha llevado a 
la ruina. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 
procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 
amparo del artículo 30 de la Constitución. 
II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 
deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 
transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 
En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 
los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 
los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 
en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 
haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 
créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 
éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 
III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 
evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 
efectos del proceso inflacionario que determinaba la constante 
desvalorización de los mismos. La recuperación de los préstamos 
con reajuste permite al BHU disponer de la masa de capital 
necesario para satisfacer los futuros requerimientos de capital 
para verterlos en la concesión de nuevos préstamos de largo 
plazo y así cumplir con su rol fundamental de facilitar el acceso a 
la vivienda de la población en general. 
IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 
por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 
aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 
reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 



 

 

que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 
dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 
cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 
vinculando la evolución de la UR al IMS. 
V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 
onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 
del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 
hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 
"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 
acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 
acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 
lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 
punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 
reflejando paulatinamente esa suba. 
VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 
además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 
integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 
sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 
VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 
del Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que 
determinan un desequilibrio de las prestaciones generando una 
excesiva onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el 
pacto y protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 
habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 
condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 
modificando la convención. 
VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 
modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene la 
peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 
se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 
se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 
derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 
IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 
Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 
Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 
dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 
titulares de productos nominados en unidades reajustables, 
propuesta que se presenta como una flexibilización a las 
condiciones aprobadas por resolución de Directorio 0310/13 de 
fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía a 
los clientes titulares de productos nominados en unidades 



 

 

reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 
los requisitos establecidos en la misma. 
X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 
cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 
deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 
autorizando su transformación en productos en unidades 
indexadas. 
ATENTO: A lo previsto en el artículo 30 de la Constitución 
Nacional, artículo 96 de la Carta Orgánica del BHU, y artículo 1 
del Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 
del artículo 30 de la Constitución por la Sra. AA. 
2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 
en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 
Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0230 
  

Expediente Nº 2018-52-1-01226 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - TITULAR DEL 
PRÉSTAMO HIPOTECARIO PADRÓN XX, UNIDAD 
005 DEL DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - PETICIÓN 
FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 
CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 
petición y se adoptan otras medidas sobre el particular.  
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 10 de 
febrero de 2020, que a continuación se transcribe:  
"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 
Constitución por la Sra. AA. 
RESULTANDO: I) Que en fecha 20 de febrero de 2018 se 
presenta ante el Directorio del BHU la Sra. AA, quien manifiesta 
ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un préstamo en 
unidades reajustables en virtud de la hipoteca relativa al padrón 
XX, unidad 005 del departamento de Montevideo. 
II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 
102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 
indicado entre otras cosas, se "Propicie que permitan la revisión 
de los contratos objeto del reclamo de manera de restablecer la 
ecuación económica de los mismos, evitando así un 
enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la equidad 
de la prestación para obtención de vivienda casa habitación". 



 

 

III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 
UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 
equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 
calidad de vida del prestatario y además hace imposible 
terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 
atrasos en el pago de cuotas mensuales" para luego indicar 
"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 
unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 
los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 
Carta Orgánica del Banco". 
IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su firma 
hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta Orgánica) 
tuvo la categoría de préstamo social, hecho que señala ha sido 
tomado en cuenta por la recomendación de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para concluir que la ha llevado a 
la ruina. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 
procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 
amparo del artículo 30 de la Constitución. 
II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 
deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 
transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 
En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 
los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 
los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 
en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 
haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 
créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 
éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 
III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 
evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 
efectos del proceso inflacionario que determinaba la constante 
desvalorización de los mismos. La recuperación de los préstamos 
con reajuste permite al BHU disponer de la masa de capital 
necesario para satisfacer los futuros requerimientos de capital 
para verterlos en la concesión de nuevos préstamos de largo 
plazo y así cumplir con su rol fundamental de facilitar el acceso a 
la vivienda de la población en general. 
IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 
por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 
aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 
reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 



 

 

que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 
dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 
cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 
vinculando la evolución de la UR al IMS. 
V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 
onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 
del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 
hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 
"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 
acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 
acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 
lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 
punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 
reflejando paulatinamente esa suba. 
VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 
además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 
integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 
sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 
VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 
del Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que 
determinan un desequilibrio de las prestaciones generando una 
excesiva onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el 
pacto y protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 
habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 
condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 
modificando la convención. 
VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 
modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene la 
peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 
se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 
se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 
derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 
IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 
Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 
Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 
dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 
titulares de productos nominados en unidades reajustables, 
propuesta que se presenta como una flexibilización a las 
condiciones aprobadas por resolución de Directorio 0310/13 de 
fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía a 
los clientes titulares de productos nominados en unidades 



 

 

reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 
los requisitos establecidos en la misma. 
X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 
cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 
deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 
autorizando su transformación en productos en unidades 
indexadas. 
ATENTO: A lo previsto en el artículo 30 de la Constitución 
Nacional, artículo 96 de la Carta Orgánica del BHU, y artículo 1 
del Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 
del artículo 30 de la Constitución por la Sra. AA. 
2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 
en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 
Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0231 
  

Expediente Nº 2018-52-1-01101 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - TITULAR DEL 
PRÉSTAMO HIPOTECARIO PADRÓN XX UNIDAD 
304, DEL DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - PETICIÓN 
FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 
CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 
petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 17 de 
febrero 2020, que a continuación se transcribe:  
"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 
Constitución por la Sra. AA. 
RESULTANDO: I) Que en fecha 20 de febrero de 2018 se 
presenta ante el Directorio del BHU la Sra. AA quien manifiesta 
ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un préstamo en 
unidades reajustables padrón XX, unidad 304 del departamento 
de Montevideo. 
II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 
102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 
indicado entre otras cosas, se "Propicie que permitan la revisión 
de los contratos objeto del reclamo de manera de restablecer la 
ecuación económica de los mismos, evitando así un 
enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la equidad 
de la prestación para obtención de vivienda casa habitación". 



 

 

III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 
UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 
equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 
calidad de vida del prestatario y además hace imposible 
terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 
atrasos en el pago de cuotas mensuales" para luego indicar 
"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 
unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 
los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 
Carta Orgánica del Banco". 
IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su firma 
hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta Orgánica) 
tuvo la categoría de préstamo social, hecho que señala ha sido 
tomado en cuenta por la recomendación de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para concluir que la ha llevado a 
la ruina. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 
procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 
amparo del artículo 30 de la Constitución. 
II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 
deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 
transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 
En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 
los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 
los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 
en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 
haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 
créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 
éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 
III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 
evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 
efectos del proceso inflacionario que determinaba la constante 
desvalorización de los mismos. La recuperación de los préstamos 
con reajuste permite al BHU disponer de la masa de capital 
necesario para satisfacer los futuros requerimientos de capital 
para verterlos en la concesión de nuevos préstamos de largo 
plazo y así cumplir con su rol fundamental de facilitar el acceso a 
la vivienda de la población en general. 
IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 
por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 
aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 
reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 



 

 

que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 
dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 
cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 
vinculando la evolución de la UR al IMS. 
V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 
onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 
del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 
hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 
"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 
acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 
acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 
lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 
punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 
reflejando paulatinamente esa suba. 
VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 
además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 
integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 
sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 
VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 
del Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que 
determinan un desequilibrio de las prestaciones generando una 
excesiva onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el 
pacto y protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 
habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 
condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 
modificando la convención. 
VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 
modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene la 
peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 
se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 
se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 
derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 
IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 
Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 
Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 
dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 
titulares de productos nominados en unidades reajustables, 
propuesta que se presenta como una flexibilización a las 
condiciones aprobadas por resolución de Directorio 0310/13 de 
fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía a 
los clientes titulares de productos nominados en unidades 



 

 

reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 
los requisitos establecidos en la misma. 
X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 
cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 
deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 
autorizando su transformación en productos en unidades 
indexadas.                       
ATENTO: A lo previsto en el artículo 30 de la Constitución 
Nacional, artículo 96 de la Carta Orgánica del BHU, y artículo 1 
del Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 
del artículo 30 de la Constitución por la Sra. AA. 
2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 
en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 
Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0232 
  

Expediente Nº 2018-52-1-01203 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - SR. AA - PROMITENTE 
COMPRADOR DEL PADRÓN XX, UNIDAD 203 DEL 
DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - PETICIÓN 
FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 
CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 
petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de 
fecha 18 de febrero de 2020, que a continuación se transcribe: 
"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 
Constitución de la República por el Sr. AA. 
RESULTANDO: I) Que con fecha 20 de febrero de 2018 se 
presenta ante el Directorio del BHU el señor AA, quien 
manifiesta ser deudor del BHU en tanto recibió de éste un 
préstamo en unidades reajustables en virtud de la promesa de 
compraventa relativa al padrón XX, unidad 203 del departamento 
de Montevideo. 
II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 
102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 
indicado entre otras cosas que se "Propicie que permitan la 
revisión de los contratos objeto del reclamo de manera de 
restablecer la ecuación económica de los mismos, evitando así 
un enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la 



 

 

equidad de la prestación para obtención de vivienda casa 
habitación". 
III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 
UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 
equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 
calidad de vida del prestatario y además hace imposible 
terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 
atrasos en el pago de cuotas mensuales", para luego indicar 
"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 
unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 
los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 
Carta Orgánica del Banco". 
IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su 
firma hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta 
Orgánica) tuvo la categoría de préstamo social, hecho que 
señalan ha sido tomado en cuenta por la recomendación de la 
Institución Nacional de Derechos Humanos para concluir que lo 
ha llevado a la ruina. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 
procederá a desestimar la petición formulada por el Sr. AA al 
amparo del artículo 30 de la Constitución. 
II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 
deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 
transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 
En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 
los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 
los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 
en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 
haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 
créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 
éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 
III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 
evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 
efectos del proceso inflacionario que determinaba su constante 
desvalorización. La recuperación de los préstamos con reajuste 
permite al BHU disponer de la masa de capital necesario para 
satisfacer los futuros requerimientos de capital para verterlos en 
la concesión de nuevos préstamos de largo plazo y así cumplir 
con su rol fundamental de facilitar el acceso a la vivienda de la 
población en general. 
IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 
por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 



 

 

aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 
reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 
que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 
dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 
cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 
vinculando la evolución de la UR al IMS. 
V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 
onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 
del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 
hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 
"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 
acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 
acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 
lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 
punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 
reflejando paulatinamente esa suba. 
VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 
además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 
integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 
sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 
VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 del 
Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que determinan 
un desequilibrio de las prestaciones generando una excesiva 
onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el pacto y 
protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 
habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 
condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 
modificando la convención. 
VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 
modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene el 
peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 
se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 
se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 
derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 
IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 
Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 
Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 
dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 
titulares de productos nominados en unidades reajustables, 
propuesta que se presenta como una flexibilización a las 
condiciones aprobadas por resolución de Directorio Nº 0310/13 
de fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía 



 

 

a los clientes titulares de productos nominados en unidades 
reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 
los requisitos allí establecidos.  
X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 
cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 
deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 
autorizando su transformación en productos en unidades 
indexadas. 
ATENTO: A lo previsto en el Art. 30 de la Constitución de la 
República, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y Art. 1 del 
Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 
del artículo 30 de la Constitución de la República por el señor 
AA. 
2.- Notificar al peticionante de la presente resolución y poner en 
su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio Nº 
0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0233 
  

Expediente Nº 2018-52-1-01200 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - SR. AA - TITULAR DEL 
PRÉSTAMO HIPOTECARIO PADRÓN XX DEL 
DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - PETICIÓN 
FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 
CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 
petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 17 de 
febrero del corriente, que a continuación se transcribe: 
"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 
Constitución de la República por el Sr. AA. 
RESULTANDO: I) Que con fecha 20 de febrero de 2018 se 
presenta ante el Directorio del BHU el señor AA, quien 
manifiesta ser deudor del BHU en tanto recibió de éste un 
préstamo en unidades reajustables en virtud de la hipoteca 
relativa al padrón XX del departamento de Montevideo. 
II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 
102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 
indicado entre otras cosas que se "Propicie que permitan la 
revisión de los contratos objeto del reclamo de manera de 
restablecer la ecuación económica de los mismos, evitando así 
un enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la 



 

 

equidad de la prestación para obtención de vivienda casa 
habitación". 
III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 
UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 
equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 
calidad de vida del prestatario y además hace imposible 
terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 
atrasos en el pago de cuotas mensuales", para luego indicar 
"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 
unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 
los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 
Carta Orgánica del Banco". 
IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su 
firma hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta 
Orgánica) tuvo la categoría de préstamo social, hecho que 
señalan ha sido tomado en cuenta por la recomendación de la 
Institución Nacional de Derechos Humanos para concluir que lo 
ha llevado a la ruina. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 
procederá a desestimar la petición formulada por el Sr. AA al 
amparo del artículo 30 de la Constitución. 
II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 
deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 
transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 
En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 
los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 
los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 
en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 
haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 
créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 
éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 
III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 
evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 
efectos del proceso inflacionario que determinaba su constante 
desvalorización. La recuperación de los préstamos con reajuste 
permite al BHU disponer de la masa de capital necesario para 
satisfacer los futuros requerimientos de capital para verterlos en 
la concesión de nuevos préstamos de largo plazo y así cumplir 
con su rol fundamental de facilitar el acceso a la vivienda de la 
población en general. 
IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 
por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 



 

 

aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 
reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 
que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 
dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 
cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 
vinculando la evolución de la UR al IMS. 
V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 
onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 
del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 
hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 
"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 
acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 
acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 
lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 
punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 
reflejando paulatinamente esa suba. 
VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 
además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 
integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 
sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 
VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 del 
Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que determinan 
un desequilibrio de las prestaciones generando una excesiva 
onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el pacto y 
protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 
habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 
condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 
modificando la convención. 
VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 
modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene el 
peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 
se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 
se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 
derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 
IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 
Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 
Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 
dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 
titulares de productos nominados en unidades reajustables, 
propuesta que se presenta como una flexibilización a las 
condiciones aprobadas por resolución de Directorio Nº 0310/13 
de fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía 



 

 

a los clientes titulares de productos nominados en unidades 
reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 
los requisitos allí establecidos.  
X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 
cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 
deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 
autorizando su transformación en productos en unidades 
indexadas. 
ATENTO: A lo previsto en el Art. 30 de la Constitución de la 
República, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y Art. 1 del 
Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 
del artículo 30 de la Constitución de la República por el señor 
AA. 
2.- Notificar al peticionante de la presente resolución y poner en 
su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio Nº 
0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0234 
  

Expediente Nº 2018-52-1-01104 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - SR. AA - TITULAR DEL 
PRÉSTAMO HIPOTECARIO PADRÓN XX UNIDAD 
1001, DEL DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - 
PETICIÓN FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 
DE LA CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima 
la petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 18 de 
febrero 2020, que a continuación se transcribe:  
"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 
Constitución por el Sr. AA. 
RESULTANDO: I) Que en fecha 20 de febrero de 2018 se 
presenta ante el Directorio del BHU el Sr. AA quien manifiesta 
ser deudor del BHU en tanto recibió de éste un préstamo en 
unidades reajustables padrón XX, unidad 1001 del departamento 
de Montevideo. 
II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 
102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 
indicado entre otras cosas, se "Propicie que permitan la revisión 
de los contratos objeto del reclamo de manera de restablecer la 
ecuación económica de los mismos, evitando así un 



 

 

enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la equidad 
de la prestación para obtención de vivienda casa habitación". 
III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 
UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 
equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 
calidad de vida del prestatario y además hace imposible 
terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 
atrasos en el pago de cuotas mensuales" para luego indicar 
"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 
unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 
los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 
Carta Orgánica del Banco". 
IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su firma 
hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta Orgánica) 
tuvo la categoría de préstamo social, hecho que señala ha sido 
tomado en cuenta por la recomendación de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para concluir que lo ha llevado a 
la ruina. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 
procederá a desestimar la petición formulada por el Sr. AA al 
amparo del artículo 30 de la Constitución. 
II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 
deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 
transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 
En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 
los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 
los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 
en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 
haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 
créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 
éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 
III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 
evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 
efectos del proceso inflacionario que determinaba la constante 
desvalorización de los mismos. La recuperación de los préstamos 
con reajuste permite al BHU disponer de la masa de capital 
necesario para satisfacer los futuros requerimientos de capital 
para verterlos en la concesión de nuevos préstamos de largo 
plazo y así cumplir con su rol fundamental de facilitar el acceso a 
la vivienda de la población en general. 
IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 
por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 



 

 

aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 
reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 
que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 
dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 
cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 
vinculando la evolución de la UR al IMS. 
V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 
onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 
del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 
hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 
"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 
acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 
acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 
lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 
punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 
reflejando paulatinamente esa suba. 
VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 
además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 
integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 
sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 
VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 
del Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que 
determinan un desequilibrio de las prestaciones generando una 
excesiva onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el 
pacto y protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 
habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 
condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 
modificando la convención. 
VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 
modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene la 
peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 
se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 
se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 
derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 
IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 
Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 
Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 
dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 
titulares de productos nominados en unidades reajustables, 
propuesta que se presenta como una flexibilización a las 
condiciones aprobadas por resolución de Directorio 0310/13 de 
fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía a 



 

 

los clientes titulares de productos nominados en unidades 
reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 
los requisitos establecidos en la misma. 
X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 
cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 
deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 
autorizando su transformación en productos en unidades 
indexadas.                       
ATENTO: A lo previsto en el artículo 30 de la Constitución 
Nacional, artículo 96 de la Carta Orgánica del BHU, y artículo 1 
del Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 
del artículo 30 de la Constitución por el Sr. AA. 
2.- Notificar al peticionante de la presente resolución y poner en 
su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio Nº 
0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0235 
  

Expediente Nº 2019-52-1-11316 - ÁREA COMERCIAL - 
NUEVO RÉGIMEN TARIFARIO PARA PRÉSTAMOS - 
COMPLEMENTO DE RESOLUCIÓN DE DIRECTORIO N° 
0192/20 - Se complementa la resolución indicada. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución elaborado 
en el día de la fecha por la Asesoría Letrada de Directorio, cuyo 
texto se transcribe a continuación: 
"VISTO: La resolución de Directorio N° 0192/20, de fecha 20 de 
febrero de 2020, que dispuso la aprobación del nuevo tarifario de 
tasas y plazos con relación al riesgo, dentro de los límites 
cuantitativos informados, a regir a partir del 1° de marzo de 
2020. 
CONSIDERANDO: Que se ha advertido por el Área Comercial 
la necesidad de compatibilizar dicho tarifario con los descuentos 
establecidos como beneficio de tasa preferencial preexistente 
para los titulares de cuentas de ahorro previo. 
RESUELVE: 1.- Complementar la resolución de Directorio N° 
0192/20, estableciendo las siguientes condiciones: 

 Las tasas preferenciales dispuestas como beneficio para los 
titulares de cuentas de ahorro previo, no será acumulable 
en ningún caso con las tasas establecidas en la resolución 
mencionada.  

 El titular de una cuenta de ahorro previo que solicite un 
crédito, podrá optar entre la tasa dispuesta por la 



 

 

resolución de Directorio N° 0192/20 o por la tasa 
resultante de aplicar la rebaja a la que podría acceder 
según su contrato de cuenta de ahorro, calculado sobre la 
tasa vigente con anterioridad al 1° de marzo de 2020. En 
ambos casos la tasa de referencia será la de aplicación 
según su perfil. 

 2.-  Encomendar al Departamento Procesos, Parametría, Roles y 
Testing la actualización de la documentación pertinente. 
  

Nº 0236 
  

Expediente Nº 2020-52-1-00136 - DIVISIÓN OPERACIONES - 
AGENCIA NACIONAL DE VIVIENDA - COBRO DE 
CUOTAS A TRAVÉS DE TARJETAS DE DÉBITO - Se 
autoriza el cobro mediante dicho procedimiento y se adoptan 
otras medidas sobre el particular. 
VISTO: El Oficio N° 025/20 de fecha 8 de enero del corriente, 
mediante el cual la Agencia Nacional de Vivienda solicita la 
conformidad del Banco para proceder al cobro de cuotas a través 
de tarjetas de débito, informando respecto de los aranceles 
acordados con los sellos First Data Uruguay SA, Visanet y Cabal 
por cada transacción a realizar. 
CONSIDERANDO: I) Que la operativa de cobro mencionada se 
encuentra ampliamente extendida en plaza como consecuencia de 
los cambios introducidos por la Ley N° 19.210 "Ley de Inclusión 
Financiera". 
II) Que el Banco aún se encuentra en etapa de negociación con 
los prestadores del servicio para implementar el cobro de cuotas 
mediante tarjetas de débito en sus propias dependencias. 
SE RESUELVE: 1.- Autorizar a la Agencia Nacional de 
Vivienda, como agente de cobranza del BHU, a recaudar cuotas 
mediante la modalidad de tarjetas de débito, con las condiciones 
informadas en cuanto a aranceles a deducir de los montos 
percibidos. 
2.- Encomendar al Departamento Sistema de Pagos el monitoreo 
e informe periódico a Directorio de la recaudación mensual a 
través de esta operativa, así como, de los montos abonados por 
concepto de arancel. 
   
La resolución número 0211/20 no se publica por ser de carácter 
“reservado”, según lo dispuesto por el artículo 9º de la Ley Nº 
18.381 y lo dispuesto por RD Nº 0181/14 de fecha 12 de junio de 
2014. 


